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      I. Transparencia: ¿algo más que una moda?


      Promesas. La transparencia con los fondos públicos, con el dinero que sale de los contribuyentes, vende muy bien en los programas electorales de los partidos políticos, cuando lanzar propuestas es gratis. Es el compromiso eterno. Y también la eterna asignatura pendiente. Desde hace más de una década a los partidos que se han alternado en el poder en el gobierno de España —PP y PSOE— se les ha llenado la boca con este mantra. Plasmarlo en un programa electoral o venderlo desde la tribuna del Congreso de los Diputados no es tan difícil como llevarlo a la práctica. Porque quitar el velo a algunos datos, por ejemplo al recorrido exacto de todas las partidas presupuestarias de Congreso y Senado, es también dejar al descubierto los privilegios de la clase política. Esto ya son palabras mayores, porque tradicionalmente, en este campo, en el de ocultar a la opinión pública determinado tipo de informaciones que les afectan, los grandes partidos se han entendido bien, con independencia de la orientación ideológica.


      Cuando a comienzos de la legislatura 2011-2015 Mariano Rajoy se comprometía a acercar el funcionamiento de las instituciones a los ciudadanos, podría haber sido la definitiva. Su mayoría absoluta se lo habría permitido. Negar que haya habido algún avance es mentir. Tanto como decir que se han eliminado todas las trabas para que los ciudadanos accedan a información que debe ser pública.


      «Presentaremos en el primer trimestre de 2012 una Ley de Transparencia, Buen Gobierno y Acceso a la Información Pública como un derecho de los ciudadanos y un principio básico de actuación de las Administraciones». Era el 19 de diciembre de 2011 y el presidente del Gobierno pronunciaba su discurso de investidura en el Congreso de los Diputados prometiendo la que fue una de las propuestas estrella de su legislatura. El presidente del Partido Popular recuperaba así el espíritu inicial de una iniciativa que el socialista José Luis Rodríguez Zapatero no se había atrevido a aprobar en su última legislatura. Ni en la primera, porque esta promesa ya se escuchó cuando se presentó a las legislativas de 2004, en las que ganó a Mariano Rajoy en el estreno del conservador como candidato a la presidencia del Gobierno.


      El anteproyecto de los socialistas había llegado al Consejo de Ministros en julio de 2011, a rastras. El adelanto electoral fue la excusa de su fracaso. Pero lo cierto es que cuando se cerró la «etapa Zapatero» los socialistas habían tenido dos legislaturas, casi ocho años, para cumplir con este compromiso. Y también que cuando el texto llegó al Consejo de Ministros no lo hacía en cumplimiento del programa electoral socialista, sino por las presiones de la Coalición Pro Acceso, integrada por más de medio centenar de ONG, y el Movimiento 15-M. España integraba junto a Grecia, Chipre, Malta y Luxemburgo un curioso club: el de los países europeos sin una ley de acceso a la información.


      Los socialistas sabían que no había tiempo, pero tenían que salvar la cara. Por el camino —los miembros del gobierno de Zapatero lo reconocían abiertamente— se habían enredado en debates sobre qué tipo de información se podía facilitar a los ciudadanos sin poner en riesgo la seguridad del Estado y la privacidad de los protagonistas. Por no hablar de las «dificultades técnicas» que ello entrañaba, se justificaban. No pasa inadvertido que hubieran tenido más de siete años para salvar esos obstáculos... que no lo habían sido tanto para el grueso de los países de nuestro entorno. Lo que faltó es voluntad política. Y sobró miedo. Costaba romper con la tradición de unos poderes públicos que ejercen de espaldas a los ciudadanos. La pelota quedó en el tejado de Mariano Rajoy, que asumió este compromiso nada más arrancar la legislatura en el Congreso de los Diputados, una de las instituciones más envueltas en la opacidad. Antes y después de esta ley.


      Al igual que ocurre en el Senado, un ciudadano de a pie es incapaz de conocer, sin perder horas en hacer cálculos y en repasar los respectivos reglamentos, cuánto gana exactamente cada una de sus señorías y cómo se desglosan las partidas que los Presupuestos Generales del Estado destinan a ambas Cámaras. Las nóminas de sus señorías que se han hecho públicas, lo han sido gracias a iniciativas personales del propio diputado o senador, no porque la ley así lo establezca. Y el detalle de las cuentas solo sale a la luz mediante filtraciones periodísticas. Oficialmente ni Congreso ni Senado ponen a disposición de los ciudadanos este tipo de información. ¿Para esto hacía falta una Ley de Transparencia?


      En el universo personal de Mariano Rajoy la Ley de Transparencia ocupa uno de los lugares más destacados en lo que a promesas cumplidas se refiere. En su círculo más próximo afirman que la aprobación de esta norma, junto al convencimiento de haber colocado a España en el portón de salida de la crisis económica, siempre sale a relucir cuando se pone a hacer balance de lo que él considera sus logros. Otra cosa es en qué medida ha servido para acercar las instituciones a los ciudadanos. Y en qué medida estos creen que ha servido para mejorar su conocimiento de lo que se hace con los fondos públicos.


      Desde que el gobierno de Rajoy presentó la ley hasta que recibió luz verde en el Congreso pasaron casi dos años. No fue hasta noviembre de 2013 cuando el PP se pudo colgar la medalla de haber aprobado la primera Ley de Transparencia de la historia de España. Menos énfasis se puso en que había sido sin consenso de todos los grupos parlamentarios, ya que solo había logrado atraerse a Convergència i Unió (CiU), Partido Nacionalista Vasco (PNV), Coalición Canaria (CC), Unión del Pueblo Navarro (UPN) y Foro Asturias.


      Y lo más importante: una lectura detenida de esta legislación permite comprobar que no supone el bálsamo que todo lo cura. No, los españoles no se acostaron un día en un país con unas instituciones opacas y al día siguiente se despertaron y todo brillaba. La principal aportación de esta ley, sobre todo en lo que tiene que ver con la Administración General del Estado, el Congreso y el Senado, es que ha implementado una serie de herramientas, llamadas «portales de la transparencia», que ofrecen en Internet, de forma más o menos organizada, actualizada y sistematizada, una información que antes de su entrada en vigor estaba dispersa. En el caso de las Cortes, por ejemplo, estos portales aglutinan en una ventana única datos sobre contratación, subvenciones, retribuciones y viajes de sus señorías. Datos, pero no todos los datos. Ni mucho menos.


      Cualquier persona para la que la información de los respectivos portales de transparencia se quede corta tiene la opción de exigir más datos o formular preguntas por escrito, vía formulario, correo electrónico o por teléfono. Esto ya ocurría con anterioridad, pero a partir de la nueva norma el proceso quedó mejor definido.


      «La solicitud de información puede realizarse a través del formulario habilitado a tal efecto que permite tener constancia de la identidad del solicitante, la información que se solicita y una dirección de contacto, preferiblemente electrónica, donde enviar la respuesta. Asimismo, puede solicitarse la información a través del correo electrónico informacion@congreso.es siempre que el correo enviado permita tener constancia igualmente de la identidad del solicitante, la información que se solicita y una dirección de contacto, preferiblemente electrónica, donde enviar la respuesta. No es obligatorio motivar la solicitud, pero puede ser importante a la hora de preparar la respuesta», advierten desde el Congreso. La fórmula que emplea el Senado es prácticamente la misma.


      «¿Cuál es el presupuesto anual de la Cámara? ¿Quién lo elabora y cómo se aprueba? ¿Es posible conocer las adquisiciones y contratos del Congreso? ¿Cuánto cobra un diputado? ¿Perciben los diputados alguna otra cantidad [además del sueldo base]? ¿Quién paga los viajes de los diputados? ¿Tienen los diputados coche oficial? ¿Dónde se puede ver lo que ha votado cada diputado? ¿Cómo contactar con un diputado?». Estas son algunas de las preguntas que la Unidad de Atención al Ciudadano del Congreso de los Diputados incluye entre las «más frecuentes». Todas ellas van acompañadas de su correspondiente respuesta para evitar que les lleguen preguntas reiteradas de forma permanente. Pero no ocurre así con las más jugosas. La concreción de estas (quién pregunta, qué pregunta, qué respuesta se da, cuánto se tarda en responder y si la respuesta cumple o no las expectativas del interesado en la información) es, como norma general, un secreto que queda entre los Servicios de Información de la Cámara y quien pregunte.


      Y decíamos como norma general. Porque desde hace años la página tuderechoasaber.es, un proyecto de Access Info Europe y de Civio, dos organizaciones que trabajan en temas de transparencia, se ofrece como intermediaria entre los ciudadanos que quieren solicitar información a cualquier institución pública y el organismo en cuestión. En esta web quedan después registradas las respuestas y los recursos a las mismas, en el supuesto de que se planteen. La filosofía es la de que una persona que necesite esa misma información no tenga que empezar de cero todo el proceso.


      Desde marzo de 2012 al 13 de julio de 2015 esta plataforma trasladó 54 demandas ciudadanas al Congreso de los Diputados. Solo 16 de las respuestas facilitadas fueron calificadas de satisfactorias por sus autores. Entre las calificadas como «rechazadas» figura, por ejemplo, una pregunta de David Cabo, patrono fundador de Civio, en la que pedía más concreción, el desglose al detalle, de las partidas presupuestarias de la Cámara para el año 2013. Esto ocurría el 19 de noviembre de 2012, cuando la Ley de Transparencia no estaba en vigor. Pero con legislación ya de por medio ocurre lo mismo, porque los datos concretos siguen siendo un misterio.


      Tras varias gestiones infructuosas por parte del interesado, la Dirección de Comunicación del Congreso de los Diputados respondía a Cabo que no podían facilitarle información «más detallada», algo «inaceptable» a ojos del demandante. En años sucesivos se hicieron intentos similares, pero la respuesta fue siempre la misma. Chocaba, porque no es que se estuviese exigiendo a la institución elaborar una información inexistente partiendo de cero. Esa información existe. La manejan los órganos de gobierno de la Cámara en el proceso de elaboración de las cuentas de cada ejercicio. Es verdad que se filtran algunos datos a los medios de comunicación, pero no fluye a la calle. Son las instituciones las que, por propia iniciativa, han decidido que esa información no es de interés público.


      El mismo éxito en su gestión tuvo el periodista e investigador Marcos García Rey cuando reclamó, el 11 de noviembre de 2014, «el historial de los gastos en viajes de los diputados y trabajadores del Congreso de los Diputados desde el año 1977 hasta 2014». Diez días después le llegaba la respuesta. La no respuesta, mejor dicho. Iba acompañada de un enlace a la web oficial que dirigía a la resolución en materia de control y publicidad de los desplazamientos de la Cámara. Pero de la información solicitada, nada, porque precisamente esa resolución sentenciaba que los gastos individualizados de los viajes no fuesen públicos.


      También hay preguntas que quedaron sin responder sobre el gasto en teléfonos de sus señorías, el absentismo en los plenos, las nóminas de los diputados o las dietas que cobran los parlamentarios que, pese a proceder de otras comunidades autónomas, poseen casa en Madrid.


      «Es interesante saber si los que nos gobiernan se enriquecen a nuestra costa o nos gobiernan justamente», añade Sergio Fernández, responsable de la pregunta sobre el complemento que reciben los diputados (también los senadores) en función de la circunscripción en la que hayan sido elegidos. Lo hacía el 25 de julio de 2012, según consta en la web www.tuderechoasaber.es. «El concepto al que usted se refiere es una indemnización con una cuantía mensual de 1.823,86 euros para los diputados de circunscripciones distintas a Madrid y de 870,56 euros para los electos por Madrid. La asignación de una u otra depende únicamente de la circunscripción por la que ha sido elegido el parlamentario», respondían desde el Congreso cinco días después de ser formulada la pregunta. La contestación fue marcada como «no satisfactoria».


      En el Senado las dudas planteadas en esta herramienta son equiparables a las del Congreso y, por lo general, muy similares. El 9 de diciembre de 2014 Esther Ayala se interesaba por «el diario de asistencia al Senado por parte de cada uno de los senadores en el año 2013».


      El 21 de enero de 2015, según figura en la información facilitada por tuderechoasaber.es, la demandante de información volvió a dirigirse a la Cámara para insistir en su pregunta. Y casualmente justo el día después le llegaba una respuesta en la que se le aseguraba que tras «una exhaustiva búsqueda» habían concluido que no habían recibido su solicitud y le instaban a hacerlo a través del formulario del portal de transparencia de la web institucional. Además reclamaban una precisión: «No sabemos si se refiere concretamente a la asistencia al pleno, por lo que precisaríamos que concretara más su solicitud de información».


      El gobierno de Rajoy vendió este proceso como algo sencillo, pero la peregrinación de esta ciudadana no terminaba aquí. El 26 de enero responde al Senado que efectivamente la información que estaba buscando era la de la asistencia al pleno por parte de sus señorías en el año 2013. Y el 3 de febrero vuelve a tener noticias. Si en algún momento confió en recibir un listado completo con la información que buscaba, se equivocaba. Desde el Senado se limitaron a recordar «que la asistencia de los senadores al pleno durante el año 2013 está publicada en la página web del Senado a través de cada una de las páginas de los asuntos votados en los diferentes plenos». Es decir, que tenía que ir pleno a pleno y votación a votación para elaborar ella misma el listado. Resulta sorprendente que la Cámara, que dispone de todos esos datos, porque lleva cuenta de ellos, no pueda ofrecerlos de forma sencilla y ordenada. Es solo un ejemplo de lo cuesta arriba que resulta el proceso cuando la información solicitada pretende ir al detalle. El 10 de diciembre de 2015, cumpliéndose un año de la entrada en vigor de la Ley de Transparencia, Access Info Europe y la Fundación Civio anunciaban en un comunicado el cierre de www.tuderechoasaber.es. «El cierre será indefinido hasta que las administraciones públicas acepten recibir y responder a los ciudadanos con un simple correo electrónico (el canal más fácil de usar y el más universal), como ya hace el Consejo General del Poder Judicial, como recomienda el Consejo de Transparencia, como pedimos las organizaciones pro-transparencia y como se hace en la gran mayoría de países con una transparencia real y eficaz», señalaban.


      Igual de cuesta arriba resulta todavía enfrentarse al Portal de la Transparencia que sirvió de modelo para los del resto de instituciones obligadas a tener uno por ley: el de la Administración General del Estado. En este no basta, como en el del Congreso o el Senado, con introducir el nombre y apellidos, el DNI, un correo electrónico y un teléfono de contacto. Es necesaria una de estas tres opciones: disponer de DNI electrónico, y por tanto de un lector del mismo; de un certificado digital; o emplear el sistema Cl@ve, expedido por la Agencia Tributaria. Por sí mismos estos requisitos reducen ampliamente el volumen de ciudadanos que pueden disfrutar de este servicio. Así lo creyó Access Info Europe, que, el 17 de diciembre de 2014, recién estrenado el Portal de la Transparencia, elevó una queja al Defensor del Pueblo por lo que consideraba una «deficiente implementación del derecho de acceso a la información». En su respuesta, Soledad Becerril, defensora del Pueblo, daba la razón a la plataforma en todo lo que tenía que ver con las dificultades de acceso.


      «En lo que respecta a los mecanismos y pasos que se exigen para registrarse en el Portal de la Transparencia y poder presentar así una solicitud de acceso a la información a través de dicho portal, son en efecto complejos, y muy largos, por lo que pueden resultar disuasorios e incluso convertirse en obstáculos para el ejercicio del derecho», podía leerse en el documento de respuesta de Becerril difundido por Access Info Europa. Más claro, imposible.


      De las dificultades de acceso a este portal hablan sus datos por sí solos. En los nueve primeros meses de vigencia, de diciembre de 2014 al 31 de agosto de 2015, solo 1.004 ciudadanos recurrieron a él para registrar 2.677 solicitudes de información. Un muestreo de 1.832 de estas peticiones arroja el siguiente ranking: el 38 por ciento de los demandantes se interesaba por «informes y estudios»; el 33 por ciento por datos económicos; el 23,5 por ciento por datos sobre personal (sueldos y retribuciones); el 4 por ciento por legislación y el 1,5 por ciento por detalles sobre el propio portal.


      Cualquier ciudadano que a lo largo de la última legislatura hubiese escuchado a políticos del PP vender las bondades de la Ley de Transparencia habría entendido que si se dirige al portal del Congreso o del Senado y busca cuánto dinero se reservó un año determinado para viajes o taxis o dietas de sus señorías no iba a tener problema en encontrarlo. Error. Ni aparecen ni se facilitan los datos cuando se solicitan en el formulario ideado a tal efecto.


      Las cantidades no se desglosan con detalle. Y en lugar de reconocer la opacidad y ponerle remedio, Gobierno, Congreso y Senado se echaron las culpas entre ellos. El Gobierno siempre ha esgrimido que la ley es un mínimo que hay que cumplir y que el resto es cuestión de las instituciones a las que afecta. Y en medio de todo esto, ¿quién pierde? El ciudadano.


      Los últimos datos que ofrece la Cámara sobre el número de personas que se han interesado en conocer más sobre su funcionamiento son un síntoma en sí mismo de lo alejadas que se sienten de las instituciones. Y también de la desconfianza a la hora de obtener una respuesta adecuada a sus inquietudes.


      Desde el 1 de octubre de 2013 al 30 de septiembre de 2014, las últimas estadísticas que ofrecía el Congreso en el momento de redactar este capítulo, solo 3.877 ciudadanos se habían dirigido a la Unidad de Atención al Ciudadano. El teléfono (2.735 consultas) superaba al correo electrónico (1.121) y al ordinario (21). Sin contar el motivo de las llamadas telefónicas —no hay datos al respecto—, quienes escribieron al Congreso, bien por e-mail o por carta, lo hicieron para solicitar información (1.102), hacer sugerencias (9) o presentar alguna queja (31).


      Sobre el tipo de información solicitada, la relativa a oposiciones, procesos selectivos, becas y premios ocupaba el primer puesto, con el 21,05 por ciento, seguida de la relacionada con la actividad parlamentaria (18,14 por ciento) y los «asuntos relativos a diputados» (15,42 por ciento). Completaban el listado, por este orden, las visitas al Congreso, la organización y administración parlamentaria, las peticiones ciudadanas, la actividad institucional y las consultas sobre el reglamento. Nada informa la Cámara del grado de satisfacción de los ciudadanos con las respuestas facilitadas.


      En el Senado se proporcionan estos datos de los años 2013 y 2014. No hay que perder de vista que en ese último año, cuando en teoría los ciudadanos deberían haber estado más sensibilizados con la Ley de Transparencia, se produjeron menos solicitudes de información que el anterior: 3.205 frente a 3.654. La mayor parte de ellas llegaron por correo electrónico y por teléfono. Y, a juicio de la propia Cámara, muy pocas de ellas, el 6 por ciento en 2013 y el 5 por ciento en 2014, eran «complejas». Por materias, la que generó más inquietudes fue la relacionada con la información parlamentaria, seguida de las oposiciones y la información sobre senadores.


      Por cuestiones de «privacidad» y «protección de datos», según se esgrime, no se facilitan los detalles de los que preguntan. Pero hay un patrón común: profesores universitarios, investigadores y periodistas.


      Desde el Partido Popular, el principal artífice de la ley, admiten que sus intenciones con esta iniciativa no estarán cubiertas al completo hasta conseguir que los ciudadanos de a pie, más allá de periodistas e investigadores, se acerquen a estas ventanas para conocer el trabajo de diputados y senadores. «Esto, de momento, no está ocurriendo. Tenemos a la gente tan enfadada, tan convencida de que los políticos llevamos años tapándolo todo, que no se han creído esto de la transparencia», comenta un destacado miembro de la dirección del Grupo Parlamentario Popular. Cuando se le menciona que la transparencia no es completa, que hay multitud de lagunas por cubrir y que los procesos no siempre son sencillos, se defiende: «Es un buen punto de partida. Queda mucho por recorrer, pero las bases son firmes».


      Tanto en el PP como en el PSOE admiten que el reto es que los ciudadanos se decidan a usar estas herramientas y que, paralelamente, la información facilitada se vaya incrementando. Será, dicen, una buena señal porque significará que vuelven a confiar y a interesarse en el funcionamiento de las instituciones tras años de alejamiento de la clase política.


      Obstáculos insalvables


      Tampoco debemos olvidar que quien hace la ley, hace la trampa. Porque en ocasiones, y aquí pasa, el articulado esconde sorpresas. La Ley de Transparencia establece que el derecho de acceso a determinados datos podrá ser limitado cuando esto suponga un perjuicio para un listado de doce cuestiones entre las que figuran la seguridad nacional, la defensa, las relaciones exteriores, la seguridad pública, los intereses económicos y comerciales o la protección del medio ambiente. ¿Quién decide que el hecho de que un ciudadano conozca determinada información es una amenaza para la defensa, la seguridad nacional, la economía o el medio ambiente? La respuesta es sencilla: el que dispone de ella. Una vez más, transparencia a medias.


      Pero el articulado guarda más sorpresas: la del momento en el que un particular recibe una respuesta. O no la recibe.


      Las instituciones afectadas por la Ley de Transparencia y la propia Administración General del Estado disponen de un mes para notificar al solicitante una resolución en la que se conceda o deniegue el acceso a los datos solicitados. Este plazo, reza la ley, podrá ampliarse por otro mes «en el caso de que el volumen o la complejidad de la información que se solicita así lo hagan necesario y previa notificación al solicitante».


      En la decena de solicitudes que se han remitido al Congreso y Senado para la elaboración de este libro solo en una ocasión ha sido necesaria la ampliación del plazo. La pregunta versaba sobre el gasto en traducción e interpretación en la Cámara Alta. Fue remitida el 25 de agosto de 2015 y en una comunicación de la Dirección General de Relaciones Institucionales del Senado, sellada justo un mes después, se avisa de que «el plazo para dictar resolución se amplía por espacio de otro mes». Hasta aquí, todo normal. Pero también es normal para esta ley que un ciudadano haya pedido determinada información y que nadie le responda. Es una consagración del llamado «silencio administrativo». Si transcurrido el plazo máximo para resolver, un mes por lo general o dos meses si la complejidad del asunto así lo requiere, el demandante de información no ha recibido respuesta, debe entender que su solicitud ha sido desestimada. Este asunto, junto al de los límites de acceso, está entre las principales pegas que pusieron los partidos políticos al Gobierno en los debates parlamentarios.


      El diputado de IU Joan Josep Nuet fue uno de los que dio voz a estas quejas al subrayar que si antes de la ley ya existía un «silencio negativo», el día posterior a su aprobación iba a haber «doble silencio negativo». «La administración se puede permitir no responder a los ciudadanos y, además, eso ahora queda machacado, entronizado en este proyecto de ley. Se pierde una oportunidad histórica de obligar a la administración a que responda sí o sí y a que dé una respuesta más o menos lógica incluso denegando la información, pero justificando, respondiendo, y no ignorando a la ciudadanía», sostuvo durante el debate de esta ley.


      No obstante, el texto legal faculta al demandante de información a elevar una queja ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, un órgano de nueva creación cuya principal misión es velar por el cumplimiento de la ley. También cabe la opción de recurso ante los órganos de gobierno de Congreso y Senado y ante el Tribunal Supremo.


      Presión social


      Pese a que el PP quiera colgarse la medalla de haber sido el partido que lideró esta iniciativa de transparencia —también lo hace con el llamado paquete de leyes de regeneración democrática o contra la corrupción—, las medidas encaminadas a vender un acercamiento de las instituciones a los ciudadanos tienen su origen, precisamente, en la calle. En los ciudadanos. Esos ciudadanos que fueron claves para que Zapatero, en los minutos de descuento de su última legislatura, desempolvara una iniciativa que no iba a poder pasar un solo trámite parlamentario.


      Al igual que no se entienden las leyes contra la corrupción al margen de los casos que han afectado al partido de Mariano Rajoy —Gürtel, Púnica, los papeles de Bárcenas—, las relativas a la transparencia no se explican sin los anteriores escándalos o sin el «no nos representan», que los políticos se habían hartado de escuchar en todas las plazas de España durante los meses previos a las elecciones generales de 2011. Un grito de guerra de un movimiento ciudadano que después acabaría bautizado como 15-M por su convocatoria más simbólica, la de la asamblea que el 15 de mayo de 2011 tuvo lugar en la madrileña Puerta del Sol, con réplicas en puntos emblemáticos de otras ciudades españolas. También se coreaba que no había «pan para tanto chorizo», en alusión a los escándalos de corrupción protagonizados por la clase política, los banqueros y los grandes empresarios. Se protestaba contra «la casta», término del que después se apoderaría Podemos, uno de los partidos que surgió de estos movimientos y que desde las elecciones europeas de mayo de 2014 pelea para romper el clásico esquema del bipartidismo imperante en España desde 1978.


      La exigencia de una mayor transparencia en las cuentas y en los asuntos públicos fue una de las principales demandas de las asambleas que periódicamente se celebraban en plazas de toda España. También se abogaba por una reforma electoral que condujese a un sistema de reparto más equilibrado de los escaños, a una reforma del reglamento del Congreso para conocer mejor a qué se dedican sus señorías y una reforma del Senado, la Cámara de representación territorial.


      Por si a los políticos no les había quedado claro que el 15-M pedía un cambio de sistema, días después les quedó cristalino que la cosa sí iba con ellos. Ya no se rodeaban las plazas, sino el Congreso de los Diputados, la fábrica de leyes del Estado español. Se empezó por protestar contra la reforma de la negociación colectiva y se continuó el mismo día que la Cámara aprobaba la reforma del artículo 135 de la Constitución para incluir el techo de déficit, uno de los principales errores del gobierno del socialista Rodríguez Zapatero.


      Mariano Rajoy ganó las generales de 2011 por mayoría absoluta. Pero su triunfo no borró a los indignados de las calles ni acabó con las manifestaciones alrededor del Congreso. Siguieron hasta tal punto que el gobierno del PP llegaría años después a incluir este tipo de concentraciones en la Ley de Seguridad Ciudadana, la conocida como «ley mordaza». El artículo 36.2 considera infracción grave la «perturbación grave de la seguridad ciudadana que se produzca con ocasión de reuniones o manifestaciones frente a las sedes del Congreso de los Diputados, el Senado y las asambleas legislativas de las comunidades autónomas, aunque no estuvieran reunidas, cuando no constituya infracción penal». La multa contemplada va de 601 a 30.000 euros.


      Este es el contexto social en el que Rajoy llega al debate de investidura en el que promete transparencia: el pueblo en la calle pidiendo que caigan los muros de las instituciones, que se acerquen al pueblo y recordando a los políticos que los 350 diputados y los 266 senadores ocupan un escaño porque así lo han decidido ellos en las urnas. En resumen, pidiendo luz y taquígrafos.


      El caso Bárcenas como culpable de la ruptura de la foto


      Si el PSOE quiso llevar a cabo una Ley de Transparencia que se le atragantó durante dos legislaturas y después el PP recuperó la iniciativa, a priori no debería haber existido mucho problema en que los dos principales partidos se pusiesen de acuerdo para llevar al Congreso un texto consensuado. Y más ambicioso. Se trataba de abrir una nueva etapa en un momento en el que los españoles se declaraban hastiados por la corrupción y los abusos de la clase política. Pero no fue posible. La foto de la unidad de los partidos políticos españoles ofreciendo a los ciudadanos una Ley de Transparencia no podrá ser encontrada en las hemerotecas porque nunca se hizo. El principal motivo de que esto no se produjera fue la corrupción.


      Desde que Rajoy anunció en el Congreso de los Diputados que iba a llevar a las Cámaras esta norma, PP y PSOE comenzaron a trabajar en el tema con reuniones periódicas. Al presidente de los conservadores le interesaba el pacto doblemente. Por un lado le ayudaba a blanquear los escándalos en los que había estado sumido su partido desde febrero de 2009, cuando estalló el caso Gürtel. Por otro le permitía arrancar la legislatura retratándose como hombre de Estado, abierto al acuerdo, al diálogo, pese a disponer de una sobradísima mayoría absoluta.


      Todo se torció de forma definitiva durante el verano de 2013, cuando los políticos pensaban ya en el descanso estival y en echar el cierre a sus escaños hasta septiembre.


      Rajoy no olvidará el 14 de julio de ese año. Aquel domingo se desayunó con una portada en el diario El Mundo en la que se reproducían algunos SMS que había intercambiado con Luis Bárcenas desde que estalló el escándalo. Había de todos los años: 2011, 2012 y 2013, coronados por el ya famoso «Luis. Lo entiendo. Sé fuerte. Mañana te llamaré. Un abrazo», que Rajoy remitió a su extesorero el 20 de enero de 2013.


      La hemeroteca puso al presidente contra las cuerdas. No solo quedaba demostrado que había mantenido contacto con Bárcenas cuando ya sabía que amasaba una fortuna en cuentas en Suiza, sino que también demostraba que había mentido. O que tenía muy mala memoria. Solo cinco días después de ese «sé fuerte», el 25 de enero de 2013, en una entrevista radiofónica concedida desde Chile, donde se encontraba de visita oficial, diría lo siguiente: «No recuerdo cuándo fue la última vez que hablé con Bárcenas».


      Para el PP la publicación de estos mensajes tuvo dos efectos inmediatos. El líder del PSOE por entonces, Alfredo Pérez Rubalcaba, dio orden expresa a su grupo parlamentario de romper relaciones con los conservadores. Además, el 1 de agosto, pocos días después de conocerse el contenido de los SMS, el Congreso se reunió en sesión extraordinaria (tuvo que ser al final en el Senado, al estar el hemiciclo de la Cámara Baja en obras) para que el presidente rindiese cuentas sobre este escándalo.


      «Los hechos sobre los que deseo informar a la Cámara se resumen en dos palabras: me equivoqué. Señorías, lo lamento, pero fue así. Me equivoqué al mantener la confianza en alguien que ahora sabemos que no la merecía. Señorías, esta es una historia que comenzó hace más de cuatro años, a principios de 2009, cuando un buen día nos enteramos de que al tesorero del Partido Popular lo habían imputado por el llamado caso Gürtel». Así arrancaba Rajoy su alusión directa al caso Bárcenas entre aplausos de apoyo de su grupo parlamentario.


      A esos efectos inmediatos se suma que el PP quedaba deslegitimado para levantar la bandera de la transparencia y contra la corrupción en las instituciones, tal y como se había propuesto. Los hechos, las intenciones, se contradecían con la actuación de sus dirigentes.


      En este contexto ha sido imposible trasladar a los ciudadanos que estas iniciativas son un verdadero logro democrático. ¿Cómo explicar que estás por la transparencia cuando si no llega a ser a través de una investigación periodística los españoles no se habrían enterado de la verdadera relación entre su presidente del Gobierno y el extesorero encarcelado de su partido? ¿Era esa la idea de transparencia que tenía el partido que estaba liderando la iniciativa parlamentaria?


      Llovía sobre mojado. Porque si algo ha demostrado el PP desde 2009 es que carece de una estrategia a la hora de reaccionar a los escándalos de corrupción que han hecho tambalear los cimientos del número 13 de la madrileña calle de Génova, cuartel general del partido de Rajoy. Primero llegaban los titulares de los periódicos y, después, una rendición de cuentas a medias que Rajoy solía dejar en manos de María Dolores de Cospedal, secretaria general del partido, y Carlos Floriano, durante años vicesecretario de Organización.


      El no pacto sobre transparencia también encendió las alarmas en las filas de las dos grandes formaciones políticas, sobre todo en los sectores que abonaban la idea de una gran coalición entre PP y PSOE —alianza de gobierno entre los dos principales partidos en un escenario en el que ninguno sume diputados suficientes para gobernar en solitario—. El bipartidismo empezaba a dar señales de agotamiento.

    

  


  
    
      


      II. EL SUDOKU DE LOS SUELDOS

      DE LOS PARLAMENTARIOS


      27 de agosto de 2012. El paro en España estaba en 4,6 millones de desempleados y el diputado del Partido Popular por Ourense, Guillermo Collarte, hasta ese momento no excesivamente conocido, concedía una entrevista a La Voz de Galicia. El titular le lanzó a la fama: «Gano unos 5.100 euros al mes y las paso bastante canutas». Según el Diccionario de la Real Academia Española «pasarlas canutas» es «verse en una situación muy apurada». La indignación recorrió las redes sociales, el diputado se vio obligado a matizar sus palabras y a pedir perdón. Cuando este ingeniero de Caminos hacía esas declaraciones no llevaba ni un año ocupando un escaño en el Congreso de los Diputados. ¿Qué había llevado a este hombre a meterse de lleno en política si, además, las estaba pasando «bastante canutas»?


      El 22 de diciembre de 2011 Collarte presentaba su declaración de bienes y rentas en el registro de la Cámara. Según reseñaba, en 2010 había percibido 236.911,02 euros. Era su sueldo como director corporativo de Desarrollo de Comercio Nacional en la empresa Isolux Corsán. Por mucho que 5.100 euros al mes sean unos ingresos más que decentes, el parlamentario gallego no llegaba a los ingresos de su etapa en la empresa privada. Había pagado a Hacienda 97.803,61 euros.


      Aseguraba, además, haber obtenido 60.000 euros de una venta de acciones, tener 18.400 euros en el banco y dos planes de pensiones, con 56.825 y 95.621,81 euros respectivamente. En el apartado de vehículos tampoco salía mal parado: tres coches. Un Volkswagen Eos, un Volkswagen Golf y un Audi A3. Debía a los bancos 373.716 euros y todo su capital inmobiliario estaba en Madrid. Tenía en venta un piso en una planta primera, con dos plazas de garaje y un trastero, procedente de una herencia. En octubre de 2011, poco antes de las elecciones generales, había comprado en régimen de comunidad de bienes otro piso con otras dos plazas de garaje y trastero. Le podría venir muy bien para esa legislatura en la que iba a pasar varios días a la semana en Madrid.


      Más allá de lo desafortunado de sus declaraciones sorprendió que él mismo pusiese cifras a lo que ganaba. ¿Era mucho o poco comparado con el resto de sus compañeros de la Carrera de San Jerónimo? ¿Qué suma de conceptos daban como resultado esos 5.100 euros de los que hablaba?


      En pleno siglo XXI y con una Ley de Transparencia cuyos promotores vendieron como de las más avanzadas de Europa, lo lógico sería que los sueldos de nuestros diputados y senadores fuesen públicos de forma clara, que en la ficha personal que cada una de estas instituciones reserva a sus señorías, junto a su declaración de bienes y renta, incluyese una de sus nóminas. Pues es mucho suponer.


      En la adaptación que Congreso y Senado hicieron de la Ley de Transparencia no se vio necesario que los españoles conociesen la cantidad exacta que ingresan al mes las personas que ellos mismos eligieron para que les representaran en ambas Cámaras. Ese dinero que, por cierto, sale del bolsillo de todos nosotros vía impuestos.


      Izquierda Unida y UPyD lo habían reclamado con anterioridad, pero el presidente del Congreso, Jesús Posada, se sirvió de un informe jurídico encargado ad hoc para zanjar el debate. Según sostuvo, el citado estudio parecía sugerir que no era posible hacer públicos esos datos de forma general porque «no hay ninguna obligación legal ni política de publicar las nóminas». El presidente aseguró que él no tenía ningún problema en que los diputados que quisiesen dar este paso de forma voluntaria lo diesen. Pero aclaró que no iba a permitir que este asunto se convirtiese en un arma de enfrentamiento entre partidos. La estabilidad de las relaciones entre formaciones políticas estaba por encima del acceso de los ciudadanos a datos que tienen carácter público pero no se presentan de forma clara y ordenada.


      ¿Qué implica esto? Pues que para que uno se haga una idea aproximada de lo que gana un determinado diputado o senador —salvo que este enseñe su nómina de forma voluntaria, como ocurrió con los representantes de IU y los del partido de Rosa Díez— tiene que coger papel, lápiz, calculadora, el documento en el que se recoge el régimen de retribución de sus señorías, la ficha del parlamentario en cuestión en la que figuren los cargos que ocupa en los diferentes órganos del Congreso o Senado, conocer bien el reglamento para no imputar a su señoría complementos contradictorios entre sí y ponerse a sumar. ¿Transparencia?


      Con todo ello, el resultado de la operación solo representaría la parte más importante de la cantidad embolsada. Porque hay viajes, pagos de desplazamientos en taxi, peajes, gasolina… que van por otra vía, que no son públicos y que pueden ser considerados salario en especie. Estas prebendas merecen capítulos exclusivos y se analizarán más adelante en este mismo libro.


      Vayamos a la nómina en sí misma, a la cantidad fija que se embolsan sus señorías. En la legislatura 2011-2015 el régimen económico aplicado a los diputados seguía siendo el acordado el 1 de junio de 2010 por la Mesa del Congreso. En aquella fecha las retribuciones de los diputados sufrieron un tijeretazo del 10 por ciento, una reducción que se mantuvo también en la legislatura de Mariano Rajoy.


      La asignación constitucional es el primer concepto que figura en la nómina de todos los diputados. Es igual para todos, independientemente de su cargo dentro de la Cámara: 2.813,87 euros al mes. Pero la nómina en el caso de los diputados sigue creciendo. Llega el capítulo de los complementos mensuales por razón del cargo. Estos son diferentes si se trata del presidente del Congreso (9.121 euros), los vicepresidentes (2.927,53 euros), los secretarios (2.440,3 euros), los portavoces de grupos parlamentarios (2.667,5 euros), los portavoces adjuntos de los grupos (2.087,07 euros), los presidentes de comisión (1.431,31 euros), los vicepresidentes de comisión (1.046,48 euros), los secretarios de comisión (697,65 euros), los portavoces de comisión (1.046,48 euros) y los portavoces adjuntos de comisión (697,65 euros). Como la asignación constitucional, las cantidades anteriores llegan a los bolsillos de sus señorías en catorce pagas distribuidas a lo largo del año. No se privan de la extra en Navidad ni en verano. Tan solo estos complementos, hasta el más bajo, ya superan el salario mínimo interprofesional, fijado en 2015 en 648,60 euros al mes.


      Pero hay más. La nómina de sus señorías no se cierra sin una importante ayuda que se denomina «indemnización» y está exenta de tributación. Los diputados que son elegidos por Madrid se embolsan 870,56 euros mensuales; los de otras circunscripciones, 1.823,86 euros. En esta ocasión también hablamos de catorce pagas anuales. Esta cantidad, destinada a cubrir los gastos que les origine su actividad en la Cámara, es mayor en los diputados que no fueron elegidos en la capital porque se les supone una residencia habitual fuera de Madrid y, por tanto, la necesidad de pagar un alquiler o alojamiento en la capital los días en los que hay actividad parlamentaria.


      Por resumir, un diputado raso, es decir, que no tenga ni una sola función en la Mesa, ni en su grupo parlamentario, ni en ninguna de las comisiones de la Cámara, ingresa en su cuenta bancaria 3.684,43 euros al mes si fue elegido por Madrid y 4.637,73 si pertenece a cualquier otra circunscripción electoral. En el primer caso, con el 23,6 por ciento libre de impuestos. En el segundo, con el 39,3 por ciento. Las cantidades, multiplicadas por catorce pagas, dan como resultado 51.582,02 y 64.928,22 euros respectivamente.


      En este grupo podemos ubicar a Pedro Sánchez, el secretario general de los socialistas. Sin cargo en el grupo parlamentario ni en ninguna de las comisiones, el jefe del PSOE percibió esta legislatura los 870,56 euros en concepto de indemnización al ser electo por Madrid y los 2.813,87 euros al mes de la asignación constitucional. En total, 3.684,43 euros.


      Pero vayamos al caso contrario, al del diputado mejor pagado. En esta legislatura, como le ocurrió en la anterior al socialista José Bono, el presidente del Congreso ha engrosado su nómina base, los 2.813,87 euros al mes, con tres conceptos en razón de su cargo que suman 9.121 euros. Por ser miembro de la Mesa, el órgano de gobierno del Congreso, ha recibido mensualmente 3.064,57 euros; por gastos de representación, 3.327,89 y por «gastos de libre disposición», 2.728,57. Pero Posada es, además, diputado por Soria, lo que implica que en su nómina figure la cantidad más alta de la horquilla de indemnizaciones en función de la circunscripción en la que los diputados son elegidos: 1.823,86. Por último, sus ingresos se completarían con una presidencia de comisión, la de Reglamento: 1.431,31 euros.


      Tiremos de calculadora. Si se cumple el reglamento en lo que tiene que ver con las retribuciones, el presidente del Congreso habría ingresado 15.190 euros al mes. Multiplicado por catorce pagas hablamos de 212.600 euros al año.


      Una de las primeras preguntas que surge a la hora de resolver el sudoku de los sueldos de sus señorías es la de si un diputado puede, en el caso de que se dé la condición, acumular por ejemplo dos complementos de presidente de comisión.


      Según la última actualización del régimen económico y de ayudas de los diputados, con fecha de 26 de febrero de 2015, los complementos de «cada grupo no son acumulables». No obstante, para zanjar todo tipo de dudas nos dirigimos a los Servicios de Información de la Cámara mediante el formulario que se ofrece a los ciudadanos en su correspondiente portal de la transparencia. La pregunta sobre la compatibilidad de complementos fue remitida el 7 de mayo de 2015 y la respuesta llegó, vía correo electrónico, el 21 de mayo. Fue la siguiente:


      «Los complementos en función del cargo que desempeñe el diputado se dividen en dos grupos:


      — Miembro de la Mesa o de la Junta de Portavoces de la Cámara.


      — Miembro de la Mesa o portavoz de alguna comisión.


      Un diputado solo puede cobrar uno de los complementos si desempeña más de un cargo dentro del mismo grupo.


      Por ejemplo, un diputado que sea portavoz o miembro de la Mesa en más de una comisión; o portavoz de una y miembro de comisión de otra, deberá optar por uno de los complementos».


      A efectos prácticos, si un diputado es, por ejemplo, portavoz de las comisiones de Defensa y de Interior, no se embolsa los gastos de representación que conlleva este cargo (1.046,48 euros) multiplicado por dos, sino solo uno de ellos. La afirmación anterior se sostiene si se consulta la nómina de diciembre de 2014 de Rosa Díez, portavoz de UPyD en la legislatura 2011-2015. Tanto los diputados de su formación como los de IU publicaron esta documentación en sus respectivas páginas web como ejercicio de transparencia.


      Mirando su ficha de diputada, Díez ostentaba cuatro cargos que, según el régimen de retribuciones del Congreso, merecen complemento: portavoz de grupo parlamentario y portavoz de tres comisiones: Constitucional, Justicia e Interior. En aplicación de la norma, Díez solo podía cobrar por una de sus portavocías de comisión (1.046,48 euros) y así ocurre al contrastarlo con su nómina de 31 de enero de 2014. A los 2.813,87 euros de la asignación constitucional, en el caso de Díez se sumaban los 2.667,5 que recibía en concepto de gastos de representación y libre disposición como portavoz de UPyD, los 870,56 de indemnización —fue elegida por Madrid— y los indicados 1.046,48 como portavoz de comisión. En total, 7.389,41 euros.


      Para 2015 el Congreso reservó en sus presupuestos un total de 18.802.210 euros para pagar a los diputados tanto la asignación constitucional como los complementos, y otros 8.503.146,73 para indemnizaciones como las percibidas por la circunscripción electoral en la que fueron elegidos. El Senado dedicó 13.406.320 euros para el primero de los conceptos y 8.546.090 para el segundo.


      En el caso de la Cámara Alta las tablas salariales de sus señorías son muy similares a las del Congreso. Un senador raso, sin puestos en la Mesa, ni en el grupo parlamentario, ni en las comisiones ingresa al mes 2.813,91 euros brutos de la asignación constitucional. A esto hay que sumar 1.822,38 euros si fue elegido fuera de Madrid o 869,09 si fue en una lista por la capital. La horquilla se mueve entre los 3.683 y los 4.636,29 euros al mes.


      Vayamos a su presidente. En este caso tampoco es pública su nómina con la cantidad definitiva, por lo que hay que tirar del régimen de retribuciones e ir sumando. En la legislatura 2011-2015 sus ingresos distaron algo de los 15.190,07 euros mensuales del presidente del Congreso. Pío García-Escudero, también del Partido Popular, sumó la asignación constitucional (2.813,91 euros), el complemento como presidente (7.538,21), la indemnización por ser elegido por Madrid (869,09) más la presidencia de una comisión (1.431,32). En su ficha figuraba como presidente de dos comisiones (Nombramientos y Reglamento), pero no son acumulables. En total: 12.625,53 euros al mes. Una cantidad que multiplicada por catorce pagas supera los 177.000 euros. Es decir, unos 36.000 euros menos que Posada.


      Un año después de la polémica entrevista en la que aseguraba pasarlas canutas con 5.100 euros al mes de ingresos, el diputado Collarte concedió otra entrevista al mismo medio. El titular fue totalmente opuesto. «Ya no las paso canutas». «Es una situación normal, con los aprietos propios de quien viene de ese nivel de ingresos [en la empresa privada] aunque evidentemente, como dije aquella vez, no dejas de ser un pequeño gran privilegiado y hay muchísima gente que está en una situación infinitamente peor. Entonces les pedí perdón y ahora se lo vuelvo a pedir», añadió en declaraciones a La Voz de Galicia. E insistió: «No estuve acertado ni fue oportuno. Hoy alguien mucho más importante que yo ha dicho que se ha equivocado». Era 1 de agosto de 2013 y ese «alguien» al que se refería era Mariano Rajoy. Se acababa de celebrar el pleno en el que había pedido perdón por haber confiado en Luis Bárcenas.


      La lucha para ascender dentro del grupo parlamentario


      Cualquier aspirante a diputado o senador libra dos batallas: antes de las elecciones y después de las elecciones. En la primera de ellas tiene que lograr que su partido político le ubique lo más alto posible de la lista para garantizarse ser elegido y ocupar un escaño. Solo con esto ya tiene garantizados más de 3.500 euros brutos al mes de sueldo. Eso sin contar taxis, viajes, dietas, teléfono móvil, una tableta de última generación y el privilegio de estar en la primera línea del poder. Después llega la lucha por hacer crecer esa cantidad de partida.


      Ha quedado claro que entre ser diputado raso y ostentar, al menos, el puesto más modesto en una comisión parlamentaria hay, como poco, una diferencia de 700 euros al mes. Por no hablar de ser premiado con la presidencia de una comisión, que dobla la cantidad hasta los 1.431 euros extra al mes, según la últimas tablas salariales de febrero de 2015. No es de extrañar, por ello, que en las semanas posteriores a las elecciones cunda el nerviosismo entre los parlamentarios con derecho a escaño. De sus jefes de filas depende que acaparen más o menos poder. En definitiva: que ganen más o menos dinero.


      En esos días, y una vez que los partidos han hecho públicos los nombres de quiénes serán los portavoces parlamentarios, los teléfonos de estos no dejan de sonar con ofertas y demandas de todo tipo. Empiezan las primeras tensiones de la legislatura dentro de los propios grupos parlamentarios. Lo mismo ocurre cuando por diferentes motivos cambia el portavoz de un grupo. El nuevo en llegar suele rodearse de su núcleo de máxima confianza y vuelven a generarse roces entre los fieles al portavoz saliente y quienes aspiran a que el recién llegado les ascienda o les dé nuevas competencias. Dinero y poder, un binomio que en la política también se da la mano.


      En no pocas ocasiones los partidos utilizan el grupo parlamentario como pago a los servicios prestados o para saldar cuentas pendientes. De esto ha habido un ejemplo muy claro durante la última legislatura en la persona de Carlos Floriano, diputado del PP por Cáceres.


      Hasta el mes de junio de 2015 Floriano había sido uno de los hombres fuertes de Mariano Rajoy en el PP ocupando la Vicesecretaría de Organización y Electoral. Tener este cargo le suponía disponer de un despacho en la sede nacional del PP, acceso a su jefe de filas y contacto directo y permanente con la secretaria general, María Dolores de Cospedal. Pero no todo se quedó ahí, en ese cargo para el que el presidente del PP le escogió en el XVII Congreso Nacional que el partido celebró en febrero de 2012 en Sevilla.


      A las puertas de las autonómicas y municipales de mayo de 2015, Mariano Rajoy depositó en él toda su confianza y le designó director de la campaña. El resto de la historia ya se conoce: el PP perdió todas sus mayorías absolutas en las comunidades y más de dos millones de votos en las municipales. Los barones territoriales del partido y algunos alcaldes exigieron a Rajoy que hiciera cambios para enfilar las elecciones generales de diciembre en mejores condiciones y este emprendió una renovación en la segunda fila de dirección del PP que se tradujo, entre otras decisiones, en la destitución de Floriano.


      Como premio de consolación, su jefe le ascendió en el Congreso de los Diputados. Le ubicó en la dirección del Grupo Parlamentario Popular como portavoz adjunto. El nombramiento le obligó a abandonar la vicepresidencia de la Comisión de Justicia, un puesto que incrementaba su nómina base de diputado elegido fuera de Madrid en 1.046,48 euros. Pero lo cambió para ganar más. Un portavoz adjunto se embolsa 1.424,62 euros extra al mes en concepto de gastos de representación y 662,45 por «gastos de libre disposición». Así que Floriano perdió poder en la cúpula del PP, pero pasó a ganar unos 1.000 euros más al mes en el Congreso.


      Ser ministro: ¿un ascenso?


      El debate sobre si un diputado o senador cobra lo que se corresponde con su trabajo o si sus retribuciones están fuera de mercado si se les compara con un ciudadano medio es siempre recurrente. Todas las legislaturas se resucita esta polémica cuando las televisiones nos enseñan imágenes de hemiciclos vacíos mientras se debaten leyes de gran calado; cuando se caza a alguna de sus señorías pendientes en su escaño de todo menos del debate político —jugando al Frozen Free Fall en el iPad, por ejemplo— o cuando vemos cómo salen en estampida cuando termina la votación porque se les escapa el tren o el avión el día previo a un puente.


      Todo depende del contexto. Un diputado gana menos que un directivo de una empresa, pero más que el ciudadano medio y que un ministro o incluso que el presidente del Gobierno.


      Así, en esta legislatura, Mariano Rajoy ha ingresado menos en el banco que el portavoz del Partido Popular en el Congreso o en el Senado o que muchos de sus diputados y senadores. No obstante, en el caso del presidente del Gobierno no hay que pasar por alto que los gastos de vivienda los tiene cubiertos al residir en el palacio de La Moncloa.


      Mientras el Portal de la Transparencia, donde figuran las retribuciones de los altos cargos de la Administración General del Estado, apunta que Rajoy cobró en 2014 un total de 78.185 euros anuales, Jesús Posada habría percibido cerca de 190.000 euros brutos sin contar los 1.823,86 al mes (por catorce pagas) que recibe por ser diputado de fuera de Madrid. Aunque el presidente y los demás miembros del Gobierno no dejan de ingresar la «indemnización» para cubrir los gastos que origine su trabajo parlamentario. Rajoy fue elegido por Madrid, de ahí que la cantidad mensual por este concepto fuera de 870,56 euros.


      Pío García-Escudero también ganó en ingresos a su jefe de filas: más de 164.000 euros brutos anuales sin sumar indemnizaciones o ayudas. Y cualquier portavoz de grupo en el Congreso o Senado que, a su vez, presida una comisión parlamentaria también supera el sueldo del presidente del Gobierno. «Cuando hay rumores de crisis de gobierno, más de un diputado de la bancada en la que se sientan los miembros del ejecutivo cruza los dedos para no ser el elegido. En ocasiones se pierden 20.000 euros al año de golpe», cuenta un veterano parlamentario, que añade con ironía: «Sentarse en el Consejo de Ministros tiene un precio».


      Sus señorías y el don de la bilocación


      Bilocarse es el don de estar en dos sitios a la vez. Todo un milagro. Un poder superior. Y algunos de nuestros diputados y senadores saben muy bien a qué nos referimos. Ya hemos hablado aquí de que el régimen económico de sus señorías incluye, además del sueldo base y los complementos, una serie de indemnizaciones y ayudas para el desempeño de la actividad parlamentaria. Una de las más importantes, por lo que supone de ingreso fijo al mes, lleva el tan poco sospechoso y genérico nombre de «indemnización» y está destinada a ayudar a los parlamentarios a afrontar «los gastos que les origine la actividad de la Cámara».


      Al ser su fin cubrir gastos, está exenta de tributación, no se pagan impuestos por ella. Las cantidades ya las conocemos: 1.823,86 euros en el Congreso y 1.822,38 en el Senado para los parlamentarios que hayan sido elegidos por una provincia diferente a la de Madrid. Y 870,56 (869,09 en la Cámara Alta) para los que en las elecciones hubiesen integrado la lista de Madrid.


      La legislación de las Cámaras no explica el motivo por el que esto es así. Pero basta aplicar la lógica para concluir que se supone que un diputado elegido por Madrid tiene en la capital una infraestructura mínima para su día a día (una residencia habitual, sobre todo) mientras que el resto tienen que desplazarse desde sus respectivas ciudades a Madrid para desempeñar sus funciones. En definitiva: que tienen que buscarse un sitio para dormir y comer los días que están fuera de su domicilio habitual.


      Este tipo de ayudas nunca han estado exentas de polémica. Uno de los puntos negros es que los diputados no siempre concurren en las listas electorales de los lugares en los que residen. Son los llamados «cuneros» o «paracaidistas». Otro, y más importante, es que nada impide a un diputado o senador que tenga casa —a veces más de una— en Madrid cobrar al mes esos más de 1.800 euros limpios al haber sido elegidos por una circunscripción diferente, pese a hacer vida en la capital.


      Es un asunto que genera desigualdad. Da lugar a que haya diputados y senadores con residencia habitual en Madrid que cobran más del doble al mes por este concepto que sus compañeros que también viven en Madrid. ¿La diferencia? El lugar por el que concurrieron a las elecciones.


      El malestar que este tipo de privilegios genera en la sociedad no ha pasado inadvertido para estas instituciones y, a veces, han tenido que reaccionar. A finales del año 2012 el Congreso de los Diputados realizó una mínima variación de la redacción del apartado que contempla estas ayudas en el documento que regula el régimen de retribuciones de sus señorías.


      Donde ponía que esas cantidades iban destinadas a cubrir «los gastos de alojamiento y manutención en la capital que origine la actividad de la Cámara», pasó a poner «los gastos que les origine la actividad de la Cámara». Se borraban de un plumazo los conceptos «alojamiento y manutención» para desviar el foco de aquellos diputados que teniendo casa en Madrid ingresaban la cantidad máxima a pesar de todo. Pero lo que no se borró fue la polémica. Para que algo cambie no basta con buscar una nueva redacción a un reglamento. Hay que ir al fondo del asunto. Y debe haber voluntad de cambio.


      En los últimos años se han registrado al menos un par de iniciativas o intentos de promover un debate al respecto puertas adentro del Congreso.


      Lo inició Unión Progreso y Democracia en marzo de 2012. Su portavoz, Rosa Díez, reclamó a Jesús Posada un cambio en el reglamento para evitar que los diputados elegidos por otra circunscripción, pero que tuviesen casa en Madrid, cobrasen la más alta de las indemnizaciones. Para hacer esta propuesta la diputada iba cargaba de un argumento de autoridad: un diputado de su grupo, el actor Toni Cantó, había ganado su escaño por la circunscripción de Valencia, pero renunció a la cantidad que por ello le correspondía y decidió destinarla a una ONG. El parlamentario consideraba que, al tener casa en la capital, ese dinero extra debía tener otro destino: «Renuncio al ADSL en casa, al plan privado de pensiones y a la parte del sueldo que me corresponde para gastos de hotel en Madrid», anunció en su cuenta de la red social Twitter.


      La propuesta de Rosa Díez se quedó solo en eso: en una propuesta. El presidente del Congreso se mostró «en principio» a favor de mantener esas dietas porque, a su juicio, habían funcionado «muy bien». Y, cosa que fue muy poco común en esta legislatura, Partido Popular y Partido Socialista se pusieron de acuerdo a la hora de calificar de «demagógica» y «populista» la idea de Díez. A la hora de mantener a salvo sus privilegios los grandes partidos siempre se han entendido bien.


      «Si un señor tiene la suerte de que en su vida anterior, como artista, ha tenido una casa en Madrid o una gran fortuna, pues mire usted qué éxito, pero eso no le ha ocurrido a la mayoría de los parlamentarios», llegó a espetar Rafael Hernando en su etapa de portavoz adjunto del Grupo Parlamentario Popular. Estábamos en marzo de 2012 y no había sido todavía ascendido a portavoz en la remodelación que Mariano Rajoy realizó en su equipo del Congreso después de que designara a Alfonso Alonso, el portavoz parlamentario con el que arrancó el PP esta legislatura, ministro de Sanidad en sustitución de Ana Mato. Esta se había visto obligada a salir del ministerio en diciembre de 2014 tras haber sido considerada por el juez partícipe a «título lucrativo» de las relaciones de su exmarido, Jesús Sepúlveda, con los cabecillas de la trama Gürtel.


      «Hay que decir no y parar este tipo de actuaciones que tienen más de populismo inaceptable que de cualquier otro objetivo», añadió Soraya Rodríguez, por entonces portavoz del Partido Socialista en la Cámara preguntada en rueda de prensa en las instalaciones del Congreso. No pasa inadvertido que PP y PSOE, al ser las dos fuerzas mayoritarias, son los dos partidos en los que más se dan estos casos.


      Sin embargo, la opinión de Rodríguez, que después sería sustituida por Antonio Hernando, no era unánime en las filas socialistas. Meses después, en agosto, uno de sus compañeros de filas le llevaría la contraria. Odón Elorza, diputado por Guipúzcoa, calificaba en su blog personal de «injustificables» las dietas que cobraban algunos de sus vecinos de escaño en el Congreso que tenían casa en Madrid, pero que habían sido elegidos por otra circunscripción. El parlamentario vasco venía a decir que en tiempos de crisis era preciso introducir cambios en este sentido. El propio Elorza sí se embolsaba esta cantidad por no tener piso en la capital.


      El debate también se vivía en las calles. Y con más intensidad. A la vez circulaba por Internet una campaña de change.org que reclamaba firmas para anular las dietas de alojamiento a los diputados que tuviesen casa en Madrid, con independencia de en qué lista hubiesen sido elegidos. Esta iniciativa, que logró casi 76.000 firmas en solo dos días, cuantificaba en 62 los diputados elegidos fuera de Madrid con piso en la capital. La cifra fue variando a lo largo de la legislatura porque algunos diputados dejaron vacantes sus escaños por varios motivos —elecciones municipales y autonómicas, ceses por implicación en escándalos de corrupción— y fueron sustituidos por compañeros de su misma formación y circunscripción, pero con situaciones vitales diferentes. En la actualización final de esta campaña, el número de firmantes a favor de poner coto a este privilegio rozaba los 160.000.


      El 4 de enero de 2013 esta batalla llegó a los tribunales. La Asociación Democracia Real Ya (DRY) se querelló en el Tribunal Supremo contra Mariano Rajoy —vivía en La Moncloa—, 4 ministros y 58 diputados por cobrar dietas pese a vivir en Madrid.


      «Con esta querella queremos que se haga justicia. Si lo que pretenden de alguna manera es obtener un sobresueldo que lo digan y que se lo expongan a los ciudadanos, a ver qué les parece», declaró por entonces a los periodistas Miguel Ángel Jiménez, uno de los abogados de esta asociación vinculada al movimiento 15-M, tras presentar el documento ante el citado tribunal. En la querella se acusaba a los parlamentarios de malversación de fondos, apoyándose en el artículo 433 del Código Penal, que establece que «la autoridad o funcionario público que destinare a usos ajenos a la función pública los caudales o efectos puestos a su cargo por razón de sus funciones, incurrirá en la pena de multa de seis a doce meses y suspensión de empleo o cargo público por tiempo de seis meses a tres años». DRY también consideraba que los diputados estaban incurriendo en un delito de apropiación indebida, establecido en el artículo 252 del Código Penal.


      Esta iniciativa tuvo bastante poco recorrido judicial, pero sirvió para dar un toque de atención a los parlamentarios. Advertirles de que lo que ocurría puertas adentro de las Cámaras estaba empezando a aflorar más allá de sus muros y perímetros de seguridad.


      Fue desestimada poco después en un auto con fecha del 28 de febrero de 2013. En este el magistrado Alberto Jorge Barreiro consideraba que los hechos denunciados por DRY no eran constitutivos de «ilícito penal» alguno. Y establecía que los diputados «no tienen que justificar» que una parte de lo percibido se destina a alojamiento. «Resulta perfectamente factible que un diputado, dado el régimen abierto de asignación de gastos que se le aplica, tenga una vivienda en propiedad en Madrid y la tenga alquilada o cedida en precario y no la use en sus estancias en esta capital», señalaba. Añadiendo: «También puede darse una situación a la inversa, que tenga vivienda en Madrid y desempeñe la función de diputado en otra circunscripción en la que acabe invirtiendo el dinero de la indemnización para sus estancias allí».1


      
        1 Europa Press, «El Supremo archiva la querella contra los diputados que cobran dietas pese a tener casa en Madrid», 24 de abril de 2013. Recuperado de http://www.europapress.es/nacional/noticia-supremo-archiva-querella-contra-diputados-cobran-dietas-pese-tener-casa-madrid-20130424170246.html.

      


      Jesús Posada, presidente del Congreso, se felicitó de esta decisión del alto tribunal. Según figura en su declaración de bienes y rentas, él, diputado por Soria, no tiene casa en la capital. Su residencia habitual, y así figuraba consignado en la documentación adjunta a su ficha de diputado, está en la citada ciudad castellana. Junto a esta «residencia habitual», Posada tiene además, siempre según su declaración de bienes, «locales comerciales» y una «vivienda de verano». Todo en Soria. A ello se suman «prados», también en Soria, y una finca en Ciudad Real. El origen de todas estas propiedades es una herencia.


      Cuando se tiene más de una casa… en Madrid


      ¿Se puede tener más de una vivienda en Madrid y cobrar la ayuda que corresponde a los parlamentarios que son escogidos fuera de la capital? Se puede y se hace. No faltan ejemplos. Los hay muy sonados. Cristóbal Montoro, el hombre al que Rajoy encargó la cartera de Hacienda y sobre cuyos hombros cargó uno de los principales incumplimientos de su programa electoral, la subida de impuestos, mantuvo durante toda la legislatura su escaño de diputado. Y en su calidad de parlamentario por Sevilla estuvo recibiendo mensualmente la ayuda para sufragar su estancia en Madrid. Una situación que no es real, porque ni se desplaza a Sevilla, ni es de Sevilla —nació en Jaén—, ni tiene casa en Sevilla. Al menos eso reflejaba su declaración de bienes y rentas.


      No es ningún secreto ni para el PP, ni para el Gobierno, ni para el resto de sus compañeros de escaño: él hace vida en Madrid y desde hace muchos años. Su caso no deja de ser peculiar, porque no es que tenga una vivienda en la capital, sino tres, adquiridas entre los años 1988 y 2005. Catedrático de universidad en servicios especiales, entró en política en 1993.


      De su listado de propiedades dio cuenta él mismo al Congreso de los Diputados a finales de noviembre de 2011. Al cierre de la legislatura no había presentado una sola modificación, por lo que los datos consignados siguen vigentes, pese a que desde el Registro de la Propiedad responden que «no hay titularidades» a su nombre. Sería una forma de proteger a los personajes públicos si tenemos en cuenta que ha sido la misma respuesta que hemos obtenido al reclamar información de otros parlamentarios. En esto también falla la transparencia.


      Al acceder al escaño, Montoro lo hizo con cuatro inmuebles. Del total, dos de ellos los tenía en régimen de propiedad tras una compra, otro heredado y el último heredado también, pero solo era dueño del 50 por ciento.


      A diferencia de lo que hacen algunos de sus compañeros de hemiciclo, Montoro no reflejó en la declaración de bienes y rentas que entregó al Congreso cuál de los inmuebles que posee es su residencia habitual. En su día, fuentes de su entorno señalaban que, tras divorciarse, residió temporalmente en la primera vivienda que adquirió en su vida, un chalet adosado en una urbanización de Guadarrama, una localidad ubicada en la sierra madrileña. Lo compró en 1988. Seis años antes había comprado una plaza de garaje, también en Madrid.


      En 1997 una herencia engrosó el patrimonio del andaluz. Recibió el cien por cien de un piso, de nuevo en Madrid, y la mitad de otra vivienda en Alicante. Su última adquisición, de marzo de 2005, fue una vivienda en la capital. La fecha coincide con la concesión de un préstamo hipotecario en Barclays por un importe de 360.000 euros. A inicio de legislatura ya lo tenía prácticamente pagado. El saldo pendiente era de 14.046,36 euros. Los 1.823,86 euros mensuales, en catorce pagas por año, que le supuso la «indemnización» por ser diputado elegido fuera de Madrid durante toda la legislatura, le ponían fácil pagar. Solo en un año esta ayuda suma 25.534,04 euros libres de impuestos. Le ayudaba, pues, para ponerse al día con el banco.


      La Ley de Incompatibilidades no permite percibir más de un sueldo público, por lo que Montoro no cobró el sueldo de diputado, aunque sí se embolsó mensualmente este complemento que, en teoría, debería servir para sufragar sus gastos en una ciudad en la que reside temporalmente. Sin contar los 1.823,86 euros limpios que le pagaba el Congreso todos los meses, Montoro cobró en 2014 como ministro 76.319,24 euros brutos.


      En el momento de acceder al escaño en 2011 lo hacía, además, con dos cuentas corrientes en las que había depositados 66.984,21 euros, 39.649,60 en fondos de inversión, tres planes de pensiones que sumaban 119.429,08 euros y otros 7.269,88 en acciones cotizadas en la Bolsa de Madrid. Aseguraba, además, que en 2010 había ingresado casi 4.000 euros en concepto de seminarios y artículos y 10.200 por alquiler de una vivienda. Y que había tenido que pagar 40.132,75 euros a Hacienda —la cartera que asumió— por el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.
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